Anexo 1
A continuación adjuntamos algunos comentarios sobre el cumplimiento del artículo 3 de la Convención relacionado a las Medidas Preventivas y las recomendaciones hechas por los expertos de la OEA en febrero del 2004.        

Este análisis fue hecho con posterioridad a la celebración del Taller del 26 de enero del 2007, realizado por la Fundación para el Desarrollo de la Libertad Ciudadana, Capítulo Panameño de Transparencia Internacional, y su contenido es respaldado por las siguientes organizaciones:
Fundación para el Desarrollo de la Libertad Ciudadana, Capítulo Panameño de Transparencia Internacional, representado por la Licda. Angélica Maytín Justiniani, Presidenta Ejecutiva 
Alianza Ciudadana Pro Justicia, organización conformada por quince Instituciones de la sociedad civil panameña, representada por la Licda. Magaly Castillo, Directora Ejecutiva 

Comisión de Justicia y Paz, representada por la Licda. Maribel Jaén, Directora Ejecutiva 

Centro de Estudios Políticos de Centro de Iniciativas Democráticas (CIDEM), representado por el Dr. Alfredo Castillero Hoyos, Coordinador. 
Comentarios sobre algunas de las Recomendaciones del Comité de expertos del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción

1. NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)
1.1. Normas de conducta orientadas a prevenir conflictos de interés y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.

R/. No se ha fortalecido la implementación de leyes y sistemas reglamentarios con respecto a los conflictos de intereses, de modo que permitan la aplicación práctica y efectiva de un sistema de ética pública.

Aunque se aprobó el 15 de diciembre de 2004 a través del Decreto Ejecutivo No. 246 el Código de Ética Uniforme de los Servidores Públicos, el mismo no se aplica como corresponde. 

Aún se mantiene sin regular los conflictos de intereses en los que puedan incurrir ex funcionarios. 
Aunque se han distribuido de manera masiva ejemplares del Código de Ética, sino se aplica con el rigor esperado por la ciudadanía, no es posible observar avances en esta materia.

1.1. Normas de conducta para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos  en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.
R/. El Art. 29 del Código de Ética establece la obligación de denunciar aquellos actos  de los que tuviera conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones y que pudieran causar perjuicio al Estado o constituir un delito o violaciones a cualquiera de las disposiciones del Código de Ética.

Por otro lado, la Contraloría General de la República modernizo la línea de denuncia ciudadana que tenía, por una más dinámica, ahora es la línea 100.
El Municipio de Panamá, a través de su alcalde, Lic. Juan Carlos Navarro, la Licda. Ana Matilde Gómez Ruiloba, Procuradora General de la Nación y la Licda. Angélica Maytín Justiniani, Presidenta Ejecutiva de Transparencia Internacional-Panamá (TI-Pmá), suscribieron en enero de 2006 un acuerdo de cooperación para desarrollar una campaña de sensibilización sobre la importancia de denunciar los actos de corrupción en el Centro de Recepción de Denuncia del Ministerio Público. Esta iniciativa comprendió el establecimiento de mensajes alusivos a este tema en cincuenta paradas de autobuses y en algunas vallas publicitarias ubicadas en el distrito capital.
2. SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN)
R/. Bajo la administración del anterior contralor general de la república, Dani Kuzniecky se elaboro una base de datos de los funcionarios obligados por ley a cumplir con la presentación de la Declaración Patrimonial de Bienes, esto permitió el aumento en la cantidad de funcionarios que cumplieron con su deber, de 505 a 2,117. El sistema también esta diseñado para retener el cheque de quien no cumpla con esta obligación. 
Aún se requiere reformar la Ley 59 de 1999 para autorizar a la Controlaría General de la República ha realizar auditorias a las Declaraciones Patrimoniales de Bienes y la eliminación de la condición de presentar prueba sumaria para iniciar las investigaciones por enriquecimiento ilícito. Esta solicitud emano del Pacto de Estado por la Justicia, con participación de los tres órganos del Estado, y por solicitud de varias organizaciones de la sociedad civil, como la Alianza Ciudadana Pro Justicia y TI-Panamá. Otra modificación que se requiere es que el formato de las mismas permita su actualización de manera electrónica y que sean de acceso público.
3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULOS III, PÁRRAFOS 1,2,3,4 Y 11 DE LA CONVENCIÓN)
R/. El Ministerio de la Presidencia a través del Decreto Ejecutivo No. 179 de 27 de junio de 2004 creo el Consejo Nacional de Transparencia contra la Corrupción (CNTCC), como un organismo consultivo y asesor del órgano ejecutivo para las políticas públicas de transparencia y prevención de la corrupción.

El día 23 de mayo de 2007 mediante el Decreto Ejecutivo No. 110 el Ministerio de la Presidencia reformo el DE No. 179 de 27 de octubre de 2004 que creaba el CNTCC. Los cambios más significativos lo es la incorporación del Ministro de Economía y Finanzas como miembro de dicho Consejo, la eliminación de la función de realizar investigaciones administrativas por parte de la Secretaria Ejecutiva. Además, el Consejo ya no tiene como principal función orientar al órgano ejecutivo para el establecimiento de sus políticas públicas de combate a la corrupción sino solamente asesorarlo en el diseño o implementación de planes nacionales para promover la transparencia en la administración pública, entre otras funciones. (Más información sobre esta recomendación fue desarrollada en la sección relacionada al cumplimiento del Art. 3 de la CICC que aparece en el Anexo 1)

4. MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVERNIR LA CORRUPCIÓN (ART. III, PÁRRAFO 11).

4.1. Mecanismos para el acceso a la información

R/. El 1º de septiembre de 2004, el Presidente de la República, Martín Torrijos Espino a través del Decreto Ejecutivo No. 335 derogó el Decreto Ejecutivo No. 124 de 21 de mayo de 2002 que reglamentaba la Ley 6 de 22 de enero de 2002, obstaculizando su efectiva aplicación, cumpliendo de esta manera una promesa de campaña.
Con respecto a la observancia de la precitada Ley, las instituciones públicas deberían mantener actualizada en sus sitios Web la información que establece la Ley 6 de 22 de enero de 2002, además de instalar las oficinas de consultas o kioscos de información, pero aún la mayoría de las instituciones no han cumplido con estos requisitos.
4.2 Mecanismos para estimular una participación activa en la gestión pública
R/. El comité de expertos había recomendado hacer efectivo el artículo 4 del Decreto Ejecutivo No. 99 de 13 de septiembre de 1999 el cual otorga a la Dirección Nacional contra la Corrupción la función de crear mecanismos destinados a estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción. Lo cierto es que dicho decreto fue derogado y reemplazado por el decreto ejecutivo No. 179 que creo el Consejo Nacional de Transparencia contra la Corrupción, el cual fue modificado por el DE No. 110 de 23 de mayo de 2007. Esta función de crear mecanismos destinados a estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción no fue incorporada entre las funciones del CNTCC. Solo establecieron la suscripción de convenios con otros organismos, nacionales, e internacionales, de carácter público o privado, que tengan como objetivos los temas de transparencia y la lucha contra la corrupción.   
Sobre la Recomendación de “Disponer la publicación de los proyectos de actos oficiales de carácter general cuya trascendencia lo aconseje, en un plazo determinado, antes de su adopción, con el objeto de que en dicho plazo, la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales puedan formular observaciones y recomendaciones que deban ser evaluadas por las autoridades competentes” deseamos acotar lo siguiente:
La Ley 6 de 22 de enero de 2002, en su Capítulo VII denominado Participación Ciudadana en las Decisiones Administrativas y sus Modalidades establece en su Artículo 24 lo siguiente: Las instituciones del Estado en el ámbito nacional y local, tendrán la obligación de permitir la participación de los ciudadanos en todos los actos de la administración pública que puedan afectar los intereses y derechos de grupos de ciudadanos, mediante las modalidades de participación ciudadana que al efecto establece la presente Ley. Estos actos son, entre otros, los relativos a construcción de infraestructura, tasas de valorización, zonificación y fijación de tarifas, y tasas de servicios. El Artículo 25 expresa que sin perjuicio de lo contemplado en otras leyes, se establece como modalidades de participación ciudadana en los actos de la administración pública, las siguientes:
Consulta Pública: Consiste en el acto mediante el cual la entidad estatal pone a disposición del público en general información base sobre un tema específico y solicita opiniones, propuestas o sugerencias de los ciudadanos y/o de organizaciones sociales. 

Audiencia Pública: Similar a la consulta pública, excepto que el acto de recibir sugerencias, opiniones o propuestas se realiza de forma personal ante la autoridad que corresponda, de acuerdo con el tema que se trate.

Foros o Talleres: Reunión selectiva o pública de actores relevantes o afectados junto con la autoridad competente, que permita el conocimiento profundo sobre un tema o sirva de mecanismos de obtención de consenso o resolución de conflictos.

Participación directa en instancias institucionales: Actuación de ciudadanos o representantes de organizaciones sociales en las instituciones públicas de consulta o toma de decisiones específicas.

Parágrafo: Las instituciones de la administración pública están obligadas a publicar, antes de la celebración de cualquiera de los actos administrativos sujetos a participación ciudadana, la modalidad de participación ciudadana que adoptará en cumplimiento del presente artículo.  

Pese a que existe el precitado ordenamiento jurídico la Autoridad del Tránsito y Transporte Terrestre (ATTT) no realizó la consulta ciudadana que ordena la Ley y aumento las tarifas de los autobuses que viajan al interior del país. El Lic. Giovanni Fletcher interpuso un recurso en contra de la resolución de la ATTT y la Corte Suprema de Justicia fallo a su favor, declarando ilegal la resolución en la cual se aumentaban los pasajes.
El hecho que nos preocupa es la interpretación que le han dado a los Artículos 24 y 25 de la Ley 6 de 22 de enero de 2002, el Ministerio de Obras Públicas (MOP) y la ATTT.

El MOP debía convocar la licitación del proyecto “Cinta Costera”. Este proyecto involucra 25 hectáreas de relleno en el mar, con la cual se ampliaría la avenida emblemática de la ciudad capital, la Ave. Balboa, junto a la Bahía de Panamá y se debía asignar espacio para uso público. El MOP anunció que el 3 de abril se abría la convocatoria para la licitación pública, a un costo estimado entre 85 y 91 millones de dólares. 

Pese a múltiples solicitudes por parte de la Alianza Pro Ciudad y del Capítulo Panameño de Transparencia Internacional, el MOP no cumplía con el mandato de la Ley 6 de 22 de enero de 2002.

El día miércoles 28 de marzo de 2007, a escasos cinco días de que se abriera la convocatoria a la licitación, el MOP pública en un diario de la localidad, un comunicado en el que alegan que basado en el Art. 24 y 25 de la Ley 6 de 22 de enero de 2002 invitaban a las personas a enviar sus comentarios a sus oficinas o dirigirse a su sitio Web. Ahora la ATTT también esta publicando páginas en los periódicos para anunciar el aumento del peaje.

Nos llama la atención que la interpretación que le están dando algunas instituciones de gobierno al cumplimiento de la Consulta Ciudadana sea tan laxa, ya que para nosotros la misma involucra la celebración de un acto público, con suficiente anticipación como para que las observaciones que se hagan puedan ser tomadas en cuenta, pero no una publicación para pretender con ello haber cumplido con el tenor de la Ley. 
4.3 Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública:

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en el seguimiento de la gestión pública.

R/. El Presidente de la República, Martín Torrijos Espino, le solicitó al Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo convocar un proceso de concertación, con el fin de discutir con todos los sectores de la sociedad el uso que debe darse a los excedentes del Canal de Panamá. 
Transparencia Internacional-Panamá propuso que los fondos excedentes del Canal vayan a una cuenta especial fiduciaria en el Banco Nacional destinada a inversiones específicas acordadas en consenso por toda la sociedad. Que se cree un ente no burocrático con representación de los sectores participantes de la concertación para velar por la ejecución eficaz y transparente de las inversiones concertadas. Este Ente a su vez deberá crear entidades espejo en todas comunidades dónde se ejecuten los proyectos, para que den seguimiento a las obras. Cada tres meses las entidades de las comunidades y el Ente Nacional deben informar al país sobre el Estado de Situación de los proyectos.

Esta propuesta esta siendo discutida en el seno de la concertación, y esperamos sea acogida, aunque ya hemos tenido conocimiento por diversas publicaciones que el Ejecutivo considera esta aspiración como una “camisa de fuerza”. 
En materia de administración de justicia, la Alianza Ciudadana Pro Justicia mantiene en su sitio Web www.alianzaprojusticia.org.pa el proyecto “vigilancia ciudadana contra la corrupción”, para dotar de información a la ciudadanía y que esta pueda dar seguimiento a sonados casos de corrupción, aún sin resolver.
Comentarios sobre el cumplimiento del Artículo 3 de la Convención Interamericana contra la Corrupción
Artículo III

Medidas preventivas

 A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:

 1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas.  Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones.  Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.  Tales medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública.

R/. Con excepción de la promulgación del Decreto Ejecutivo No. 246 de 15 de diciembre de 2004, “Por el cual se dicta el Código Uniforme de Ética de los Servidores Públicos que laboran en la entidad del gobierno central”, no se cuenta con nueva legislación que contemple este particular. Entre las 16 metas anticorrupción del actual gobierno se establecía desarrollar una legislación para prevenir conflictos de intereses, pero a la fecha no se ha presentado a la Asamblea Nacional dicho anteproyecto de ley.

Por el contrario, nos preocupa que haya funcionarios como el caso de los diputados, quienes en ocasiones son señalados por cometer actos ilícitos y éstos quedan impunes. Para ilustrar nuestra cita mencionamos el caso de la denuncia según la cual en los comicios de 2004, en la Comarca de Kuna Yala, se distribuyeron becas supuestamente a cambio de votos, proceso en el que señalaba como responsable al diputado panameñista Enrique Garrido. 

Bajo la ponencia del Magistrado Winston Spadafora, la Corte declaró nulo el proceso con el argumento de que la Fiscalía Electoral investigó sin haber pedido permiso a la Asamblea para levantar su inmunidad.

Luego de la  reforma de la Constitución de 2004, que otorgó a la Corte facultad para procesar a los diputados –argumentó Spadafora– la Fiscalía no remitió enseguida el caso para asumir la investigación.

Llama nuestra atención que dos magistrados discreparon. Esmeralda de Troitiño expreso que la Fiscalía pretendió determinar si hubo delito en el otorgamiento de las becas y no instruyó un sumario contra Garrido. “Fue un año más tarde, cuando 29 beneficiarios de las becas declararon haber recibido cheques del diputado. Entonces, la Fiscalía se inhibió de conocer el caso. Por su lado, el Magistrado Adán Arjona dijo que el fallo "deja en estado de franca impunidad los hechos denunciados".

Caso similar ocurre cuando un Magistrado de la Corte Suprema de Justicia es señalado por cometer un acto ilícito, y es a la Asamblea Nacional a quien le corresponde iniciar las investigaciones, y éstas nunca son abiertas.
 2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.

R/. El Código de Ética estipula en su Artículo 44 las siguientes sanciones “El servidor público que incurra en la violación de las disposiciones del presente decreto, en atención a la gravedad de la falta cometida, será sancionado administrativamente con amonestación verbal, amonestación escrita, suspensión del cargo o destitución”. En el Artículo 45 queda consignado el procedimiento en caso de violaciones al presente Código Uniforme de Ética, y se expresa que “los responsables de cada entidad, de oficio o a requerimiento de parte interesada, deben instruir el procedimiento administrativo correspondiente, de conformidad con las disposiciones contenidas en el Título VII de la Ley No. 9 de 20 de junio de 1994; sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales derivadas de la infracción.
En caso de determinarse la existencia de un hecho punible contra la Administración Pública, el responsable de la entidad deberá poner el hecho en conocimiento de la autoridad competente.”
Podemos aseverar que la aplicación del precitado Código ha sido deficiente, ya que no se conocen de casos en los que se haya establecido sanciones por violentar dichas normas. Por el contrario, fue muy comentado el caso del magistrado presidente del Tribunal Electoral, Lic. Erasmo Pinilla, quien reconoció que nombró a nueve parientes dentro de la institución que dirige, y aunque dicho acto esta tipificado como Nepotismo en el Artículo 41 del Código de Ética, ninguna autoridad ha aplicado las sanciones que le corresponde al Señor Magistrado por la comisión de dichos actos. (Adjuntamos en los Anexos reportajes que cubren este hecho).
 3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades.

R/. La Procuraduría de la Administración y otros entes de manera aislada celebran ocasionalmente Seminarios, pero no podríamos concluir que se trate de una política de Estado el capacitar a los funcionarios para que comprendan mejor sus responsabilidades y el contenido de las normas éticas que los rigen.
 4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

R/. Bajo la administración del anterior Contralor General de la República, Dani Kuzniecky, se desarrollo una base de datos de todos los funcionarios que por Ley deben presentar su declaración patrimonial de bienes. Como consecuencia de esta iniciativa el número de declaraciones patrimoniales ascendió de 505 a 2,117. Ahora también el sistema de emisión de cheques es capaz de retener el del funcionario que no haya cumplido con este deber. Aún persiste la debilidad de esta norma que no establece la obligatoriedad de realizar auditorias al inicio y al final de la gestión, y tampoco son de carácter público. 
 5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas.

R/. Con la sanción de la Ley No. 22 de 27 de junio de 2006, que regula la contratación pública y dicta otras disposiciones (publicada en Gaceta Oficial No. 25,576 - 28 de junio de 2006), y su reglamentación por el Decreto Ejecutivo 366 de 2006, se unifica la normativa de contratación pública de bienes y servicios por el Estado.  El nuevo sistema utiliza las fuerzas del mercado para regular la contratación pública utilizando mecanismos transparentes y fluidos de contratación.
En materia de contratación de funcionarios públicos no se ha mejorado el sistema y persiste un sistema clientelista donde, según un informe del Banco Interamericano de Desarrollo, la variable política es determinante para el ingreso y el mantenimiento del empleo del personal.

Por otro lado, la experta en reforma del Estado y gestión estratégica, Marianela Armijo, manifestó que el sistema de recurso humano de la administración pública panameña no provee incentivos (adecuada infraestructura, ambiente de trabajo, capacitación, oportunidades de desarrollo profesional, etc.) para mejorar el desempeño de la administración pública y generar cambios positivos en los estilos de trabajo.
 6. Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado, que impidan la corrupción.

R/. Con la Ley nº 6 del 2 de febrero del 2005, publicada en la Gaceta Oficial nº 25 232 del 3 de febrero del 2005, se implementó una reforma fiscal para reducir la regresividad del sistema tributario panameño.  Se eliminaron una gama de incentivos fiscales sectoriales, exoneraciones y exclusiones del pago de impuestos de importantes sectores y actividades económicas, lo que creaba privilegios tributarios que corrompían el espíritu del sistema y aumentaban los incentivos a evadir las responsabilidades impositivas. Según el Banco Centroamericano de Integración Económica, esta reforma mejoró la recaudación tributaria, pero permanece en niveles modestos: 9.1% del PIB durante 2006.

 7. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno.

R/.Aún se cuenta con una Ley que regule esta materia.  El Capítulo Panameño de TI ha sido muy insistente sobre la necesidad de legislar sobre este particular. Sus acciones han tenido impacto, ya que conocemos de la iniciativa del Ministerio de la Presidencia de presentar ante la Asamblea Nacional un anteproyecto de ley, pero hasta la fecha no se ha realizado dicha gestión. Durante un Taller celebrado el 26 de enero de 2007, organizado por TI-Pmá, el representante del Ejecutivo presentó el borrador de anteproyecto y los participantes en dicho evento tuvieron la oportunidad de hacerle varias observaciones de forma y fondo al precitado documento. Desconocemos si las mismas serán tomadas en cuenta para la redacción final del anteproyecto de Ley.
9. Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas.

R/. El Ministerio de la Presidencia a través del Decreto Ejecutivo No. 179 de 27 de junio de 2004 creo el Consejo Nacional de Transparencia contra la Corrupción (CNTCC), como un organismo consultivo y asesor del órgano ejecutivo para las políticas públicas de transparencia y prevención de la corrupción.

El CNTCC estaba integrado de la siguiente manera: El Ministro de la Presidencia, quién lo coordinará; La Procuradora General de la Nación; El Procurador de la Administración; El Contralor General de la República; la Defensora del Pueblo; un representante del Consejo Nacional de la Empresa Privada (CONEP); un representante del Consejo Nacional de Trabajadores Organizados (CONATO); un representante del Comité Ecuménico, un representante por las organizaciones sociales sobre ética, integridad y transparencia y un representante por los medios de comunicación. 

A la fecha, dicha instancia ha tenido dos Secretarios Ejecutivos, el primero de ellos, el ex fiscal Cristóbal Arboleda, quien renuncio al cargo en marzo de 2005. Posteriormente surgieron una serie de señalamientos por parte de la Procuradora General de la Nación, Licda. Ana Matilde Gómez y del ex vicepresidente de la república durante el período 1989-1994, Dr. Ricardo Arias Calderón, quienes manifestaron que el Lic. Arboleda cometió un acto irregular lo que motivo su salida, aunque el Ejecutivo nunca dio una aclaración oficial sobre este hecho.

Posteriormente el Ministro de la Presidencia, Lic. Ubaldino Real designó a la Lic. Alma Montenegro de Fletcher en reemplazo del Lic. Arboleda. 

La principal función del CNTCC es asesorar al órgano ejecutivo para el establecimiento de políticas públicas de combate a la corrupción que garanticen una gestión pública transparente, y la de su Secretaría Ejecutiva es realizar de oficio o por denuncia pública, investigaciones administrativas sobre hechos que puedan constituir actos de corrupción y si fuere el caso, remitirlo a las autoridades.

Es evidente que en ambos casos, tanto el CNTCC como su Secretaría no han cumplido a cabalidad sus obligaciones. Podemos citar, que durante la discusión del Código de Ética de la Asamblea Nacional, el cual no contempla ningún tipo de sanción, ni siquiera la amonestación verbal. El Capítulo panameño de Transparencia Internacional (quien formaba parte de este Consejo hasta el 5 de septiembre de 2006, cuando presento su renuncia irrevocable, la cual adjuntamos), remitió una misiva al Señor Presidente de la República para solicitarle que vetara dicho Código por no cumplir con los requisitos establecidos por la Ley 6 de 22 de enero de 2002 y solicitó al CNTCC que ejerciera su función de asesor del señor del presidente y le recomendara lo propio, más no se logro este apoyo. Así como en este caso, hubo otros, en los que los miembros del CNTCC realizaban solicitudes para ser elevadas al Señor Presidente, pero no se atendían.

Igual situación ocurría a nivel de la Secretaría Ejecutiva, ya que aunque su principal función según el artículo 9 del DE No. 179 era la investigación administrativa de oficio o por denuncia pública, esta fue delegada a un último plano para dar prioridad a la realización de seminarios, concursos de redacción y teatro popular, según se desprende de informes generados por ese despacho. Incluso el año pasado esta Secretaría entregó un reconocimiento al Tribunal Electoral por considerarla una institución modelo, y no tenemos conocimiento que luego de hacerse pública la noticia sobre el Magistrado Presidente de dicha institución, Lic. Erasmo Pinilla en la cual él admitió haber nombrado a nueve de sus parientes, este Ente Anticorrupción le haya retirado dicho premio. 
El día 23 de mayo de 2007 mediante el Decreto Ejecutivo No. 110 el Ministerio de la Presidencia reformo el DE No. 179 de 27 de octubre de 2004 que creaba el CNTCC. Los cambios más significativos fueron la incorporación del Ministro de Economía y Finanzas como miembro de dicho Consejo y la eliminación de la función de realizar investigaciones administrativas por parte de la Secretaria Ejecutiva. Además, el Consejo ya no tiene como principal función orientar al órgano ejecutivo para el establecimiento de sus políticas públicas de combate a la corrupción sino solamente asesorarlo en el diseño o implementación de planes nacionales para promover la transparencia en la administración pública, entre otras funciones. 

 10. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.

R/. El CNTCC tiene participación de sociedad civil, en teoría en un 50%, pero debemos admitir que algunos de los representantes de la sociedad civil dentro del Consejo, a su vez ocupan cargos públicos, lo que desde nuestro punto de vista compromete su nivel de independencia. 

Aunque Transparencia Internacional-Capítulo de Panamá fue invitada a formar parte de este Consejo y se esforzó porque el mismo cumpliera con las altas expectativas generadas con su creación, finalmente y luego de haber realizado constantes recomendaciones durante las sesiones ordinarias del CNTCC, no tuvo más opción que presentar su renuncia irrevocable al Señor Presidente de la República, Lic. Martín Torrijos, el pasado 5 de septiembre, luego de convencerse de la ineficacia de este organismo, que fue motivo de fuertes criticas por parte de la opinión pública, quienes recomendaban el cierre de esta institución. 

Es lamentable que esta iniciativa no haya cumplido su cometido y es recomendable una profunda reingeniería que incluya la creación de unidades de investigación en las distintas entidades que forman parte del Ejecutivo, para que reciban las quejas o denuncias por posibles violaciones al Código de Ética y que el nombramiento del Secretario Ejecutivo y todo el personal del CNTCC se haga por concurso para garantizar un mínimo de independencia.
 11. El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público.

R/. Transparencia Internacional recomendó a todos los candidatos a la presidencia de la República que al llegar al poder desarrollaran una Ley General de Salario. Esta propuesta fue acogida por el actual gobierno y forma parte de sus 16 metas anticorrupción, pero hasta la fecha no se ha llevado a cabo. 
� Caso: Proceso judicial contra diputado Enrique Garrido


Reportaje: Rafael Pérez. 20 de mayo de 2007. URL: <http://mensual.prensa.com/mensual/contenido/2007/05/20/hoy/panorama/988675.html> 





� Reportaje: Rafael Pérez. 6 de mayo de 2005. URL: <http://mensual.prensa.com/mensual/contenido/2005/05/06/hoy/portada/211092.html> 


Noticia: “El histórico dirigente demócrata cristiano Ricardo Arias Calderón ha puesto a prueba la alianza gubernamental, al defender la actuación de su copartidario, Ramón Lima, como director de Migración. Arias Calderón cuestionó el manejo que el Gobierno le ha dado al caso de Lima y, en su defensa, sacó a relucir que la administración Torrijos no ha hecho públicas las razones que causaron la salida del anterior director del Consejo de Transparencia contra la Corrupción, Cristóbal Arboleda.”
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